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Esta norma podría incluirse  en un grupo normativo
que formara parte de una futura ley de Servicios So-
ciales, y contemplaría, en síntesis, los siguientes ex-
tremos:

1. Ámbito y concepto de personas de la Tercera
Edad.
2. Derechos y deberes de la Tercera Edad.
3. Principios rectores de la acción social pública
en el sector.
4. Actuaciones administrativas:

• Situaciones de desprotección
• Mantenimiento en el entorno social: medidas
necesarias
• Ingreso en centros residenciales

5. Delimitación Competencial
6. Financiación de los servicios
7. Órganos Consultivos

Esta relación no tiene carácter limitativo, pudiéndo-
se incluir otros aspectos que, en la fase de prepara-
ción y elaboración del anteproyecto de norma, pu-
dieran considerarse necesarios.

La preocupación de proporcionar al mayor un adecua-
do marco jurídico de protección procede de los diver-
sos Tratados Internacionales, especialmente de la Con-
vención de Derechos Humanos de 1948 y otras normas
internacionales citadas en este plan, así como de las re-
comendaciones y directivas comunitarias existentes
en la materia, que han marcado el inicio de nuevas con-
cepciones en relación con las personas de la Tercera
Edad y que suponen un mayor reconocimiento del pa-
pel desempeñado por estas personas en la sociedad.

Esta norma pretende dar cumplida respuesta a las de-
mandas sociales y necesidades sentidas por este sec-
tor de población y constituir un amplio marco jurí-
dico de protección a la Tercera Edad vinculante para
los poderes públicos y las instituciones específica-
mente relacionadas con la Tercera Edad.

El ordenamiento jurídico, y esta ley en particular, va
reflejando progresivamente una concepción de las
personas pertenecientes a la Tercera Edad como su-
jetos activos, participativos y creativos, con capaci-
dad para modificar su propio medio personal y social
y para defender y satisfacer sus necesidades y las de
los demás. En suma, lo que se pretende es promover
la máxima autonomía posible.

Esta norma foral deberá ser objeto de desarrollo nor-
mativo para contemplar de forma específica y detallada
las diversas figuras jurídicas establecidas en la misma.

1.1. Concepto

Esta norma determinará el concepto de personas de
la Tercera Edad, aún no defininido en la normativa
vigente. El colectivo de personas mayores o de la Ter-
cera Edad se encuentra constituido por aquellas per-
sonas mayores de 65 años, edad legal de jubilación, o
con una edad inferior que por circunstancias socia-
les, económicas o personales pueden equipararse a
ellas. Este concepto será objeto de estudio para llegar
al máximo grado de concreción posible.

1.2. Derechos y deberes

Se establecerá un catálogo de los derechos funda-
mentales y deberes que inciden especialmente en el
ámbito de Tercera Edad, destacando los derechos re-
ferentes a la protección económica para satisfacción
de necesidades básicas; acceso en condiciones de igual-
dad a la asistencia sanitaria y social; libre desarrollo
cultural y de ocio; derechos al honor e intimidad; ac-
cesibilidad en el medio ambiente y entorno urbano, así
como las libertades de asociación, ideológica, reli-
giosa y de expresión.

Respecto a los deberes destacan los de observancia
de las normas de régimen interior que regulan la or-
ganización y funcionamiento de la prestación de ser-
vicios, así como aquellas obligaciones tendentes a
conseguir una normal convivencia entre los usua-
rios y evitar injerencias indebidas en los derechos
del resto de usuarios. Otros deberes destacables se-
rán los referentes a la correcta utilización de las ins-
talaciones de los centros en los que se presten servi-
cios sociales.

1.3. Principios rectores de la acción social en Tercera
Edad

Estos principios se enumeran en el Título II, Aparta-
do 1, de este Plan Gerontológico. Esta norma recoge
tanto los principios estrictamente jurídicos, como
aquellos principios rectores de las actuaciones ad-
ministrativas que tienen carácter social.

1.4. Actuaciones administrativas

Esta norma contendrá los criterios que han de regir
la actuación de la Administración en este sector, des-
tacando, entre otros, los siguientes:
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Este Consejo se creará a fin de dotar de efectividad a
uno de los principios rectores de la acción social pú-
blica: el de participación de las personas de la Tercera
Edad en la Acción Social. Asimismo se procede al cum-
plimiento de lo establecido en los Tratados Interna-
cionales, recomendaciones y directivas de la Comuni-
dad Europea y orientación formulada a nivel estatal
por la Primera Asamblea Estatal de Personas Mayores
y por la Asamblea Mundial para el Envejecimiento.

Este Consejo coadyuvará a reforzar la participación
del colectivo de Tercera Edad en el Departamento de
Bienestar Social y a orientar su gestión, siendo un
instrumento necesario para dar cumplimiento a lo
establecido por el artículo 50 de la Constitución, en
virtud del cual los poderes públicos quedan obligados
a promover el bienestar de las personas mayores me-
diante un sistema de servicios sociales que atienda
sus problemas específicos, considerándose que forma
parte de dicho sistema el mantenimiento de estruc-
turas que garanticen la participación responsable de
los afectados para arbitrar soluciones a sus proble-
mas y necesidades sociales.

El contenido de este Decreto Foral podría versar sobre
las siguientes cuestiones:

2.1. Naturaleza y fines

El Consejo Navarro de las personas mayores será un
órgano colegiado, de carácter consultivo, de la Ad-
ministración de la Comunidad Foral de Navarra, ads-
crito al Departamento de Bienestar Social.

Tendrá por finalidad la institucionalización de la cola-
boración y participación del movimiento asociativo de
las personas mayores en la definición, aplicación y se-
guimiento de las políticas de atención, inserción social
y calidad de vida dirigidas a este sector de población.

2.2. Funciones

El Consejo Navarro de las personas mayores tendrá
como funciones el asesoramiento e información per-
manente sobre los aspectos que inciden en la cali-
dad de vida del colectivo que representa. Entre otras
funciones, deberá asesorar e informar sobre las con-
vocatorias de subvenciones dirigidas a asociacio-
nes navarras de personas mayores; sobre el desa-
rrollo y aplicación del Plan Gerontológico de Na-
varra y, en general, sobre cuantas consultas le se-
an formuladas por los Departamentos de la Admi-
nistración de la Comunidad Foral de Navarra y
otras Instituciones en materias relacionadas con
las personas mayores.

2.3. Composición

Presidido por el Consejero de Bienestar Social, el Con-
sejo Navarro de las personas mayores estará inte-
grado por representantes de los Departamentos de la
Administración de la Comunidad Foral de Navarra re-
lacionados con la problemática de la Tercera Edad;
por representantes de las Entidades Locales de Na-
varra, y por representantes de las asociaciones de
personas mayores que acrediten debidamente su re-
presentación.

2.4. Organización y Funcionamiento

El Consejo Navarro de las personas mayores se re-
girá por sus propias normas de funcionamiento y, en
todo caso, por lo dispuesto en el Capítulo II del Tí-
tulo II “órganos colegiados”, de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.
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• Necesidad de mantener al mayor en su entorno
familiar y social, garantizándole la suficiencia eco-
nómica para satisfacción de sus necesidades eco-
nómicas básicas y una vivienda en condiciones
adecuadas de habitabilidad.

• Fomento e intensificación de las actuaciones pa-
ra garantizar la asistencia domiciliaria, incidien-
do especialmente en la asistencia sanitaria y social.

• Creación de plazas residenciales suficientes pa-
ra aquellos mayores que, por razones de enferme-
dad u otras circunstancias, no haya sido posible
su mantenimiento en el domicilio, habilitando pla-
zas para los que requieran cuidados sanitarios es-
peciales.

• Coordinación con los servicios sanitarios y de-
sarrollo de programas de actuación socio-sanita-
rios.

• Promoción del desarrollo cultural y de ocio, fa-
cilitando la convivencia intergeneracional.

• Promoción y apoyo del voluntariado que preste
servicios a personas de la Tercera Edad así como
a los voluntarios pertenecientes a la Tercera Edad.

1.5. Delimitación competencial

Se atribuirá a las entidades locales la gestión de los ser-
vicios de carácter general, como son todas las funciones
de información general, orientación y asesoramiento
a la Tercera  Edad y los Servicios de Atención Domici-
liaria. En algún caso, podrá descentralizarse la gestión
de determinadas ayudas dirigidas a este sector.

La Administración de la Comunidad Foral conser-
vará competencias en materia de servicios especia-
lizados, apoyando la prestación de servicios de ca-
rácter residencial, bien sea de forma directa o indi-
recta.

1.6. Financiación

Los ingresos que obtenga la Administración de la Co-
munidad Foral para la prestación de servicios de la
Tercera Edad provendrán de la asignación de fondos
públicos, de la percepción de tarifas por la prestación
de servicios, así como de la satisfacción de las deudas
originadas en concepto de reconocimiento de deuda
y obligación de alimentos.

Asimismo la Administración de la Comunidad Fo-
ral podrá otorgar ayudas económicas individuales
destinadas a mayores que carecen de medios econó-
micos suficientes para satisfacer sus necesidades bá-
sicas, y convocar subvenciones para la realización
de actividades y gestión de servicios de interés so-
cial, dirigidas a las personas y entidades que las de-
sarrollen.

1.7. Órganos Consultivos

Se contemplará la posibilidad de creación de órganos
consultivos que instrumentarán la participación en
los asuntos públicos de las personas de la Tercera
Edad y las entidades que actúan en el desarrollo de
programas y en la defensa de los intereses de los ma-
yores. Se creará el Consejo de las Personas Mayores,
cuya regulación ya se contempla en este capítulo de
forma más pormenorizada.
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que se estructura el llamado “Contrato de Hospeda-
je”. En el momento en que una persona solicita su in-
greso en una Residencia de la Tercera Edad, se lleva
a cabo una valoración de su situación económica, con-
siderándose la mensualidad fijada como aportación
del residente un pago a cuenta, llevándose a cabo tras
su fallecimiento una liquidación de la deuda que ha-
ya podido acumularse.

Entre la documentación que se solicita para la valo-
ración previa, se encuentran las declaraciones del
IRPF de los hijos, para establecer a partir de las mis-
mas la posibilidad de colaboración económica. Si es-
ta valoración es positiva, se fija una aportación que co-
rrerá a cargo de los hijos y se documenta mediante
un compromiso familiar que figurará como Anexo al
contrato de hospedaje. Si con posterioridad a la fir-
ma de dicho compromiso se produjese la negativa de
la familia a abonar lo establecido, se optaría por acu-
dir al mecanismo judicial de los alimentos, aunque
todavía no se ha producido dicho supuesto.

3.2. Propuesta de regulación en la Comunidad Fo-
ral de Navarra

3.2.1. Participación del usuario en la financiación
de las plazas residenciales

La persona que utiliza los servicios residenciales des-
tinados a la Tercera Edad debe abonarlos en la medi-
da de sus posibilidades económicas, en atención a la
justicia social y al reparto equitativo de la riqueza.

Las tarifas correspondientes a los servicios asisten-
ciales prestados por el Instituto Navarro de Bienes-
tar Social son precios públicos, según la normativa
reguladora de las tasas, exacciones parafiscales y pre-
cios de la Administración de la Comunidad Foral  (De-
creto Foral Legislativo 144/1987, de 24 de julio). Por
tanto son derechos o recursos económicos de la Ha-
cienda Pública de Navarra, y su cobro es perseguible
desde el Departamento de Economía y Hacienda me-
diante los procedimientos que establece la ley.

Como consecuencia, no es lógico ni correcto acudir
al Derecho Civil para hacer efectivas las deudas de
los usuarios de las residencias mediante contratos en-
tre la administración o residencias y los usuarios, ni
utilizar la figura del Reconocimiento de Deuda.

El procedimiento debe basarse en el Derecho Admi-
nistrativo y debe plasmarse en una norma con rango
legal, ya que afecta a derechos y deberes de los ciu-
dadanos y a la regulación de un precio público que,
según reciente sentencia del Tribunal Constitucio-
nal, debe realizarse con este rango normativo.

Esta norma atenderá en su redacción a las siguientes
realidades:

• Es importante el número de personas que en-
contrándose en residencias de la tercera edad en
Navarra, ya sean centros propios o concertados,
no tienen recursos suficientes para alcanzar el pa-
go total de la tarifa establecida para su estancia.

• Se produce un devengo continuado en el tiempo
de una cantidad adeudada a la Administración de
la Comunidad Foral, deuda que en términos de jus-
ticia social habrá de ser exigida por la Adminis-
tración con una cierta periodicidad.

• Algunas personas ingresadas en residencias po-
seen un patrimonio saneado que pueden intentar
transmitir a familiares antes o durante su estan-
cia con el fin de evitar que se haga efectivo el co-
bro de la deuda mediante su embargo.

• En los casos en los que el usuario posee poco di-
nero circulante pero sí un patrimonio basado en in-
muebles y otros valores no convertibles inmedia-
tamente en circulante, es aconsejable aplazar la
deuda de modo gradual, en muchos casos hasta el
fallecimiento del titular.

• En la actualidad el usuario se relaciona con la re-
sidencia, del Instituto Navarro de Bienestar Social
o concertada, a la hora de pagar su estancia o la par-
te de la misma que le corresponda abonar. Ello su-
pone una menor burocracia para la Administración.

• Con el fin de obtener y contrastar los datos rela-
tivos a la situación económica patrimonial del
usuario, deberá tenerse acceso a los bancos de da-
tos del Departamento de Economía y Hacienda.

En base a lo anterior, la futura ley debería cumplir
los siguientes objetivos:

1º. Los obligados al pago de la deuda responderán con
todos sus bienes presentes y futuros, salvo las limi-
taciones establecidas legalmente, de acuerdo con el
artículo 16 del Reglamento General de Recaudación.

2º. Los diversos causahabientes del usuario, según
grados, se considerarán obligados solidarios al pa-
go de la deuda.

3º. Deberá establecerse la intransmisibilidad del
patrimonio del usuario no sólo desde su ingreso
en la residencia, sino desde un periodo previo que
prudencialmente se establecerá en la ley.

4º. La deuda se podrá ejecutar de un modo gradual
garantizándose su imprescriptibilidad durante un
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Se analizará la necesidad de contribuir, por parte de
los particulares, a la financiación de los servicios pres-
tados a la Tercera Edad, responsabilizando no sólo a
la Administración o a los usuarios, sino también a la
familia.

3 .1. Regulación en las Comunidades Autónomas

La financiación de los servicios sociales en este sec-
tor se contempla de forma dispersa en las normas de
otras Comunidades Autónomas.

El primer grupo de Comunidades aglutinaría a aque-
llas que no utilizan ningún mecanismo jurídico de fi-
nanciación ajeno a la aportación del residente y al
apoyo público.

En el segundo grupo sí se tienen en cuenta las apor-
taciones de los hijos, pero en un plano de total volun-
tariedad, sin recurrir a mecanismos judiciales.

Grupo primero

Galicia

Las personas ingresadas en Centros Residenciales de
la Tercera Edad se encuadran en alguno de los tres
niveles básicos:

a) Personas que ocupaban plazas del INSERSO an-
tes de la asunción de competencias por la Comu-
nidad Autónoma e ingresos posteriores a esta fe-
cha. Su aportación es del 75% de sus ingresos, que-
dando exceptuadas del cálculo las pagas extraor-
dinarias.

b) Personas cuyos ingresos provienen de pensio-
nes del FAS (Fondo de Asistencia Social). La apor-
tación se reduce al 50% del total de sus rendi-
mientos.

c) Personas carentes de cualquier tipo de ingre-
sos y sin contraprestación durante el tiempo que
se tarda en tramitar la pensión no contributiva
que les corresponda, pasando a formar parte des-
de entonces de cualquiera de los dos grupos an-
teriores.

El resto del valor de la plaza se solventa a través de
ayudas económicas de la propia Xunta de Galicia.

Madrid  

La situación es muy similar a la descrita en Galicia,
con la salvedad de que no existen grupos de residentes
en función de su aportación, sino que ésta es siempre
del 75% de su pensión, sufragándose el resto en base a
subvenciones de la Comunidad Autónoma de Madrid.

País Vasco

En este caso nos encontramos con una competencia
compartida entre los Ayuntamientos y las Diputa-
ciones Provinciales. La parte a la que no se hace fren-
te mediante los ingresos del anciano, es sufragada de
forma proporcional por el Ayuntamiento y la Dipu-
tación Provincial correspondientes.

Grupo segundo

Cataluña

La Administración catalana viene aplicando un nue-
vo programa de financiación, en el que quedan sepa-
radas las Residencias públicas de las llamadas priva-
das colaboradoras, que vienen a ser privadas concer-
tadas. En éstas últimas, a la hora de estudiar el in-
greso de una persona, se tiene en cuenta la situación
económica de los hijos. Mediante la aplicación de un
baremo, se fija el porcentaje del costo de la plaza al
que pueden hacer frente los descendientes. Lógica-
mente, si las aportaciones del residente y de sus hi-
jos llegan al 100% del costo real, se excluye la posibi-
lidad de cualquier ayuda pública. En las Residencias
Públicas, el interno aporta una parte proporcional de
sus ingresos, cubriéndose el resto del coste mediante
fondos de la Generalitat de Catalunya.

Asturias

El tema se encuentra en un momento de cambio a la
espera de una nueva normativa. Sin embargo, la nue-
va situación va a seguir estando presidida por el prin-
cipio de plena responsabilidad patrimonial del resi-
dente. La aportación económica del anciano ha su-
frido una rebaja, disminuyendo a un 75% de sus in-
gresos, incluidas las pagas extras, en un intento de
unificar la situación de disparidad que existía entre
quienes ocupaban plazas del INSERSO o quienes lo
hacían en base a plazas del propio Principado.

La cuestión económica se encuentra regulada me-
diante un Decreto del Principado de Asturias en el
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Se ha resaltado en varios de los apartados que con-
templan aspectos jurídicos, la importancia de la apli-
cación del principio de igualdad en el acceso a los ser-
vicios sociales, cuestión que ya ha sido analizada. Es-
te Decreto significará la aplicación práctica de ese
principio esencial y garantizará su adecuación al or-
denamiento jurídico, evitando discriminaciones ar-
bitrarias y posibilitando a los particulares la impug-
nación de las actuaciones administrativas, obtenien-
do así la tutela judicial efectiva en casos de discrimi-
nación.

Los objetivos de dicho Decreto, que podrá tener un ca-
rácter general, se fijan en:

• Establecer criterios objetivos de acceso a los ser-
vicios, en función de sus características y necesi-
dades, en base a parámetros de equidad y justicia
social.

• Aplicar en toda su extensión el principio de igual-
dad material y posibilitar a los usuarios la im-
pugnación judicial de las actuaciones adminis-
trativas.

• Constituir una Comisión Técnica de Valoración
de carácter colegiado e interdisciplinar que ga-
rantice la imparcialidad y acierto de las decisio-
nes adoptadas.

Esta norma contemplará al menos los aspectos si-
guientes:

4.1. Objeto

Constituye el objeto de esta disposición el promover
y garantizar en el ámbito de la Comunidad Foral de
Navarra, mediante la estructuración de un sistema
de servicios sociales de responsabilidad pública, el
derecho de todo ciudadano al acceso a dichos servi-
cios, con el fin de:

• prevenir y eliminar las causas de desigualdad
• promover la integración social de personas y co-
lectivos.

Todos los ciudadanos tendrán derecho a los servicios
sociales, sin que pueda existir discriminación por ra-
zón de raza, sexo, estado civil, ideología o creencia,
debiendo atenderse las necesidades sociales de una
forma integral.

4.2. Requisitos de acceso

Podrán acceder a los servicios sociales aquellas per-
sonas en las que concurran los siguientes requisitos:

• Ser ciudadano/a de la Unión Europea, residentes
o transeúntes en la Comunidad Foral de Navarra.

• También podrán ser beneficiarios los ciudadanos
que no lo sean de la Unión Europea, los refugiados
y apátridas que se encuentren en la Comunidad Fo-
ral de Navarra, de acuerdo con lo que se disponga
al respecto en los Tratados Internacionales, aten-
diendo en su defecto al principio de reciprocidad.

• Tener cumplidos los 65 años, o menores de 65 años
en estado de necesidad habiendo cumplido, en to-
do caso, los 60 años. Para el acceso a los recursos
psicogeriátricos, este límite deberá ser flexible pa-
ra aquellas personas afectadas por enfermedades
degenerativas o con graves transtornos psicológicos.

4.3. Procedimiento

Para acceder a los Servicios Sociales, las personas
mayores interesadas deberán presentar una solicitud
por escrito ante el Organismo competente.

En el caso de los servicios especializados la demanda
se canalizará a través de las Entidades Locales. Una Co-
misión Técnica de Valoración, compuesta por un equi-
po interdisciplinar del Instituto Navarro de Bienestar
Social, realizará la evaluación y valoración de las cir-
cunstancias que concurran en el interesado, de acuer-
do con los baremos establecidos, realizando un infor-
me de idoneidad para el acceso a los recursos y servi-
cios asistenciales más adecuados a cada necesidad.

Todas las solicitudes serán valoradas, de manera que
cuando no exista plaza disponible en el concreto servicio,
la solicitud quedará incorporada a una lista de espera.

La Administración deberá resolver expresamente la so-
licitud comunicándola al interesado, e informarle, en
su caso, de su situación concreta en la lista de espera.

El solicitante, por su parte, deberá comunicar a la Ad-
ministración las modificaciones que se produzcan en
su situación personal, familiar y económica, que pue-
dan afectar al baremo aplicado.

PLAN GERONTOLÓGICO 153

periodo de tiempo y estableciendo un sistema de
aplazamiento en el pago de la deuda.

En el momento de cesación de la prestación, por
fallecimiento o abandono de la residencia, se li-
quidará la deuda resultante, persiguiéndose en
primer lugar el dinero, rentas, fondos u otros bie-
nes fácilmente fungibles y, posteriormente, el pa-
trimonio propiedad del residente o integrante de
su caudal hereditario.

5º. Debe garantizarse a los usuarios la disponibi-
lidad personal de un mínimo mensual para sus
gastos ordinarios que, a fin de evitar discrimina-
ciones, se fijará en relación al Salario Mínimo In-
terprofesional: una quinta parte del mismo para
el caso de residentes válidos y una décima parte
para el de los asistidos.

Asimismo, se garantizará a las personas usuarias
la conservación de un pequeño capital en depósi-
to hasta su fallecimiento, equivalente a ocho ve-
ces el Salario Mínimo Interprofesional.

El sobrante se aplicará al pago de la deuda oca-
sionada por la estancia.

6º. En muchos casos el usuario no podrá pagar la
deuda o parte de ella por falta de recursos sufi-
cientes, tanto dinerarios como patrimoniales. En
esta situación podrá declararse la insolvencia pro-
visional del usuario, ya sea parcial o total.

La posible modificación de este estado exigirá re-
visiones periódicas de oficio, así como la obliga-
ción del usuario de declarar las posibles variacio-
nes de su  patrimonio.

En el momento en que la insolvencia provisional de-
venga en definitiva, habitualmente por fallecimien-
to del deudor sin haber aumentado su caudal mone-
tario, cabrá la declaración de la deuda como fallida.

7º. Las residencias concertadas podrán desempe-
ñar el papel de entidades colaboradoras, a efectos
de cobro del precio.

3.2.2. Ayudas Individuales para estancias en Resi-
dencias

En ocasiones se conceden ayudas a personas que de-
sean acceder a plazas residenciales no concertadas y
que, por tanto, no se someten a la figura del precio pú-
blico.

Este sistema permite utilizar recursos ajenos, dentro
y fuera de la Comunidad Foral, por lo que debe man-
tenerse, si bien con carácter residual y excepcional
para evitar corruptelas, como saltarse la lista de es-
pera, o no concertar con la Administración en el ca-
so de las Residencias.

Se regularán normativamente los supuestos para los
que se considerarán las ayudas individuales.

3.2.3. Rehabilitación de viviendas

Una de las políticas emanadas de este Plan Geronto-
lógico es el fomento de la estancia del anciano en su
domicilio o en su propio entorno social. Por ello se
potenciarán tanto las ayudas a los familiares que les
presten cuidados, como las que se destinen a la reha-
bilitación de las viviendas propias.

En este último caso se establecerá una norma que ha-
rá accesibles las ayudas a los ancianos que las nece-
siten en base a unos porcentajes de ayudas lógicos res-
pecto a la economía de los peticionarios.

En aras de la justicia social se evitará que terceras
personas puedan aprovecharse de este esfuerzo de
la sociedad. Por ello estas ayudas no se considera-
rán, en principio, a fondo perdido, teniendo este ca-
rácter sólo cuando se permanezca en el domicilio un
plazo de diez años al menos, siendo que por cada año
que se reduzca de este plazo, por cualquier causa,
habrá de reintegrarse por el anciano o por sus he-
rederos la parte proporcional de la ayuda concedida
en su día.
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Se regulará la figura del Acogimiento Administrati-
vo familiar para personas de la Tercera Edad procu-
rándose, en su caso, la integración del mayor en una
familia que le proporcionará alojamiento, alimenta-
ción y velará por él, contribuyendo a la satisfacción de
sus necesidades básicas y a su desarrollo personal,
social y cultural, sin separar al anciano de su entor-
no social.

Esta norma contendrá, entre otras, las cuestiones si-
guientes:

5.1. Ambito de aplicación 

El presente Reglamento será de aplicación a los acogi-
mientos familiares que se formalicen en el ámbito de
la Comunidad Foral de Navarra, entre personas ma-
yores y familias, parejas, o personas que vivan solas.

5.2. Concepto

La acogida familiar consiste en proporcionar a las
personas mayores con relaciones familiares defi-
cientes que no puedan o no quieran acceder a una pla-
za residencial, los cuidados familiares ordinarios y
personalizados, mejorando su calidad de vida y ca-
pacitándoles para llevar una vida semi-independien-
te en el seno de la comunidad, debiendo ser como má-
ximo tres las personas mayores acogidas en un mis-
mo hogar.

5.3. Modalidades

La acogida familiar podrá adoptar las siguientes mo-
dalidades atendiendo a su finalidad:

• Acogida familiar provisional: tendrá carácter
transitorio para atender a la persona mayor du-
rante periodos de descanso o enfermedad de fa-
miliares directos, o como fase previa de adapta-
ción al ingreso en una residencia.

• Acogida familiar permanente: cuando la caren-
cia de ayudas en la comunidad u otras circuns-
tancias de la persona mayor así lo aconsejen, y así
lo informen los servicios sociales de atención a la
persona mayor.

5.4. Selección de los Acogedores y Acogidos

Podrán ser beneficiarios del acogimiento familiar, las
personas mayores en las que concurran los requisi-
tos siguientes:

• No tener relación de parentesco, en línea direc-
ta en ningún grado o en línea colateral hasta el ter-
cer grado, con la familia acogedora.

• Tener una edad superior a los 60 años.

La familia acogedora deberá reunir los siguientes re-
quisitos:

• Tener su domicilio habitual en Navarra.

• Aptitud y predisposición para el trato con per-
sonas mayores.

• Gozar de estabilidad familiar, de buenas relacio-
nes vecinales, así como de salud y suficiente tiem-
po para dedicar a la persona mayor.

La vivienda donde se realice el acogimiento familiar
debe de estar situada en zona urbana o rural con fá-
cil acceso, dotada de suficientes condiciones higiéni-
cas y de salubridad, agua corriente, luz eléctrica y
cuarto de baño, así como carecer de barreras arqui-
tectónicas y obstáculos que puedan dificultar el ac-
ceso de la persona mayor.

5.5. Derechos y obligaciones

La persona acogida tendrá derecho a participar en la
vida familiar, debiendo la familia acogedora apoyar
e inducir a la persona mayor a llevar una vida lo más
activa posible dentro y fuera del hogar.

La persona acogida vendrá obligada, en la medida de
lo posible, a colaborar en las tareas del hogar, así co-
mo a cuidar su aseo personal.

5.6. Presentación de solicitudes

Las personas mayores que demanden acogimiento de-
berán cumplimentar la solicitud al efecto, cuyo mo-
delo redactará la Administración y presentará ante
el Organismo competente.

PLAN GERONTOLÓGICO 155

Los interesados podrán impugnar las resoluciones
administrativas a través de las diferentes vías de im-
pugnación contempladas en la Ley de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común.

4.4. Baremos y criterios objetivos para el ingreso

La Comisión Técnica de Valoración, a fin de realizar
el informe de idoneidad para acceder a los servicios
sociales, se atendrá a los factores sociales y sanita-
rios que concurran en el interesado, aplicando los ba-
remos que se establezcan para los mismos.

Los criterios objetivos a considerar se exponen a con-
tinuación:

Situación socio-familiar

Dentro de ésta tendrá una valoración máxima la si-
tuación de desamparo en que se encuentre la persona
mayor por abandono total o manifiesto de los hijos,
por carecer de familia, o por sufrir malos tratos físi-
cos o psíquicos por parte de quien le atiende.

En segundo lugar, dentro de la valoración, se tendrán
en cuenta las situaciones de conflictividad familiar o
desestructuración grave en el núcleo familiar.

En tercer lugar, en el orden de importancia en el ba-
remo, se tendrá en cuenta el hecho de rotación del an-
ciano por diversos domicilios de hijos o de otros fa-
miliares.

Con una puntuación inferior se valorará la circuns-
tancia de que el anciano conviva en su domicilio con
familiares que requieran atención, tales como meno-
res, minusválidos, enfermos mentales, enfermos fí-
sicos, alcohólicos, drogodependientes o enfermos de
sida.

Asimismo se valorarán las condiciones de las perso-
nas que sean cuidadoras habituales de las personas
mayores, tales como la edad, su salud, o su disponi-
bilidad de tiempo.

Con una misma puntuación se tendrán en cuenta el
tiempo de dependencia o apoyo familiar otorgado a la
persona mayor contado por años, el grado de condicio-
namiento de las pautas de vida de la familia, así como
la convivencia de la persona mayor con familiares en
una situación económica muy deficiente o inestable.

Situación Económica

Se valorarán con diferentes baremos, en proporción
al tanto por cien del Salario Mínimo Interprofesional,
la Renta per Cápita de los solicitantes y los ahorros o
bienes de la persona mayor, en proporción al valor de
los mismos.

Situación de la Vivienda

Se otorgará una valoración máxima a las condicio-
nes de habitabilidad de la vivienda, una valoración
inferior a la existencia de barreras y, por último, y
con una puntuación más baja, los gastos que deriven
de la vivienda en relación con su salario así como las
amortizaciones e intereses.

Edad

Se otorgará una diferente valoración a las distintas
edades que tengan los solicitantes, que en todo caso
tendrá como límite mínimo los 60 años, salvo en las ex-
cepciones señaladas en el apartado b) “Requisitos de
acceso”.

Enfermedad

Dentro de los factores sanitarios se tendrán en cuen-
ta las siguientes circunstancias:

a) La situación física y psíquica
b) Los posibles trastornos de conducta
c) Los diversos factores médicos

Se establecerá un orden de prioridades en función a
las características especiales que concurran en de-
terminados solicitantes.
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Esta norma tendrá carácter general, pero reflejará as-
pectos que inciden de forma especial en las personas
de Tercera Edad.

El Código Civil, como hemos señalado, atribuye a la Ad-
ministración la tutela de las personas incapacitadas en
los supuestos en que así se determine por resolución ju-
dicial. Las crecientes responsabilidades del Instituto
Navarro de Bienestar Social en el ejercicio de funciones
tutelares sobre personas incapacitadas, exige la elabo-
ración y aprobación de normativa que institucionalice
y coordine los distintos recursos públicos y privados
existentes para el ejercicio de esta función y unifique
los criterios y los servicios de los diversos departamentos
implicados, en orden a efectuar un ejercicio correcto de
las funciones protectoras, garantizando los derechos de
las personas sometidas a tutela y la adecuación jurídi-
ca de las medidas a adoptar. Actualmente las tutelas son
atribuidas, mediante resolución judicial, al Director Ge-
rente del Instituto Navarro de Bienestar Social.

6.1. Comisión Tutelar Navarra

Creación

Se creará un órgano consultivo para coordinar todas
las actuaciones, tanto de la Administración como de
las fundaciones tutelares que se constituyan para ejer-
cicio de funciones tutelares.

Funciones

La Comisión Tutelar Navarra ejercerá, bajo la de-
pendencia del Departamento de Bienestar Social, las
siguientes funciones:

• Procederá al estudio de la problemática y situación
de los incapacitados mayores de edad en Navarra.

• Efectuará propuestas y sugerencias en materia de
protección y defensa de incapacitados mayores de
edad.

• Coordinará las diversas acciones y los proyectos
de los diferentes Departamentos de la Adminis-
tración de la Comunidad Foral de Navarra y de las
Fundaciones o Asociaciones sin ánimo de lucro
que tengan atribuída la tutela judicial de perso-
nas mayores de edad.

• Informará sobre las disposiciones normativas en ma-
teria de incapacitación y tutela que pudieran adop-
tarse en el ámbito de la Comunidad Foral de Navarra.

• Aquellas otras funciones que le encomiende el
Gobierno de Navarra.

Composición

La Comisión Tutelar Navarra estará integrada por
los siguientes miembros:

• Presidente: El Consejero de Bienestar Social o
persona en quien delegue.

• Vicepresidente: El Director Gerente del Institu-
to Navarro de Bienestar Social o persona en quien
delegue.

• Vocales: Representantes de la Administración de
la Comunidad Foral de Navarra y los Presidentes
de aquellas Fundaciones, Asociaciones u otras per-
sonas jurídicas que, sin ánimo de lucro, hayan asu-
mido funciones tutelares o realicen actuaciones
en materia de protección a mayores de edad que
se encuentren incapacitados judicialmente.

• Vocales: Tres técnicos del Instituto Navarro de
Bienestar Social, que tengan atribuídas funciones
en esta materia.

• Secretario: Un funcionario con título de Licen-
ciado en Derecho que ocupe plaza para la que se ha-
ya exigido dicha titulación, con voz pero sin voto.

Organización y funcionamiento

La Comisión Tutelar Navarra aprobará sus propias
normas de régimen interno, de conformidad con las
disposiciones de la Ley de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Común relativas a los órganos colegiados.

6.2. Instituto Navarro de Bienestar Social

Por otra parte, el Instituto Navarro de Bienestar So-
cial velará por la coordinación y colaboración de los
técnicos encargados de los diversos aspectos que con-
curren en el ejercicio de las tutelas. En concreto, por
los aspectos jurídicos, económicos, de administra-
ción de bienes y de modo especial, por los asisten-
ciales, garantizando el bienestar de los mayores so-
metidos a tutela que no disponen de familiares. Asi-
mismo se arbitrarán los recursos necesarios para
que estas personas pudieran ser destinatarias de los
servicios prestados por voluntarios de fundaciones
tutelares.
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Quien oferte acoger en su hogar a beneficiarios del
acogimiento familiar deberá cumplimentar, al efec-
to, la solicitud de inclusión en el listado de familias
ofertantes de acogida en su domicilio.

5.7. Selección de beneficiarios

La Administración resolverá sobre las solicitudes de
los interesados, debiendo armonizar en todo caso, las
necesidades de las personas mayores con las caracte-
rísticas de la familia acogedora, teniendo en cuenta al
efecto los siguientes aspectos: existencia de mutuo
consentimiento entre la persona mayor y la familia;
informes de los servicios sociales municipales; in-
formes médicos del solicitante de acogimiento y de la
familia; conveniencia de no trasladar a la persona ma-
yor de su entorno habitual; afinidad ideológica, reli-
giosa y lingüística entre la persona mayor y la fami-
lia; así como las preferencias de la persona mayor en
cuanto a la composición de la familia acogedora y de
la localidad.

5.8. Denegación

Los motivos de denegación de solicitudes serán: por
el carácter asocial o por graves síntomas neuróticos
o psicóticos de la persona mayor; por inadecuacicón
del alojamiento donde vaya a residir el mayor; por la
salud deficiente de la familia acogedora; por sospe-
cha de alcoholismo o toxicomanías en la familia aco-
gedora, o por las creencias religiosas o ideológicas
de la familia contrapuestas o incompatibles a las del
mayor.

5.9. Formalización

El acogimiento familiar deberá formalizarse en un
contrato de acogimiento, cuyo modelo aparecerá pu-
blicado como Anexo al Decreto Foral, en el cual se ma-
nifestará el consentimiento de las partes, así como las
condiciones que han de regir el acogimiento familiar.

5.10. Seguimiento del Acogimiento.

La Administración Pública ha de asumir el proceso
de seguimiento del acogimiento, mediante actuacio-
nes de vigilancia, evaluación y control.

El Departamento de Bienestar Social, a través de los
servicios de inspección, podrá llevar a cabo cualquier
inspección y control, pudiendo en consecuencia, ha-
cer visitas domiciliarias a las familias de acogida, así
como cualquier otro sistema de evaluación y control
que considere oportunos.

5.11. Financiación

El Departamento de Bienestar Social fijará la ayuda
concreta que recibirán las personas acogidas, en lí-
nea con las ayudas establecidas para otras modalida-
des de alojamiento.

Asimismo se establecerán las causas de extinción de
dichas ayudas, tales como la rescisión del contrato,
incumplimiento de alguna de las condiciones pacta-
das, o pérdida por el beneficiario o por la familia aco-
gedora de alguno de los requisitos necesarios para ac-
ceder al acogimiento o a la ayuda.
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la confidencialidad de la información recibida y co-
nocida en el desarrollo de su actividad voluntaria, y
a rechazar cualquier tipo de contraprestación econó-
mica por su realización.

7.5. Beneficiarios del Voluntariado

Podrá ser beneficiario del voluntariado toda persona
que requiera sus servicios en la Comunidad Foral de
Navarra, directamente o a través de una institución
pública o privada.

Los beneficiarios tendrán garantizadas por la orga-
nización del voluntariado la calidad y continuidad de
los servicios que reciben, así como sus derechos.

7.6. Relaciones entre los voluntarios y las organi-
zaciones que la integran.

Las entidades de voluntarios estarán obligadas, res-
pecto a sus voluntarios, a cumplir los compromisos

adquiridos con los mismos, dotarles de medios ade-
cuados para el cumplimiento de sus funciones, ga-
rantizar unas adecuadas condiciones higiénicas, sa-
nitarias y de seguridad, y a prestarles la formación y
cobertura técnica necesaria.

7.7. Medidas de fomento

La Administración de la Comunidad Foral de Navarra,
en el ámbito de sus competencias, podrá adoptar me-
didas de fomento del voluntariado mediante la con-
cesión de subvenciones, prestación de asesoramiento
técnico, e implantación de cualesquiera medidas de
tipo económico y honorífico para reconocer pública-
mente el trabajo de los voluntarios.
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Esta norma tendrá carácter general y tendrá por ob-
jeto:

• Reconocer la labor social del voluntariado y su
trascendencia para impulsar la solidaridad.

• Amparar los derechos de los voluntarios, deli-
mitando sus funciones y marco de actuación.

• Deslindar el trabajo voluntario del asalariado o
profesional, partiendo del principio de comple-
mentariedad de aquél respecto a las tareas reali-
zadas por los profesionales que prestan servicios
en los diferentes ámbitos y, en concreto, en el de
la Tercera Edad.

• Garantizar a los destinatarios de los servicios
prestados por voluntarios, la calidad en el servi-
cio prestado y el respeto a sus derechos.

• Establecer las bases para la institucionalización
de las relaciones entre los voluntarios y sus orga-
nizaciones y las de éstas con la Administración de
la Comunidad Foral de Navarra.

Esta norma podrá contener:

• Objeto, ámbito y alcance

• Concepto de voluntariado

• Derechos y deberes del voluntariado

• Derechos y deberes del destinatario del servicio

• Relaciones entre los voluntarios y las organiza-
ciones en que se integran.

• Medidas de fomento 

7.1. Objeto y ámbito de aplicación

La norma tendrá por objeto la ordenación y promo-
ción del voluntariado que se ejerza en el ámbito te-
rritorial de la Comunidad Foral de Navarra, y la re-
gulación de las relaciones que se entablen entre las
Administraciones Públicas, las organizaciones que
desarrollan actividades de aquella naturaleza y los
voluntarios.

7.2. Concepto de Voluntariado 

Se entenderá por voluntario aquella persona física
que, sin ánimo de lucro, de modo libre y voluntario
presta algún servicio social por razón de solidaridad
a favor de las personas y de la sociedad, ya sea como
ciudadano singular o integrado en una Asociación o
Fundación de Voluntariado.

Se entenderá por Entidad de voluntariado aquella per-
sona jurídica, legalmente constituida, que desarrolle
sin ánimo de lucro la totalidad o parte de sus progra-
mas de acción social, fundamentalmente a través de
voluntarios.

Los campos a los que se dirigirán los programas de
acción social del voluntariado serán  las diversas áre-
as de actuación contempladas en la Ley Foral de Ser-
vicios Sociales de Navarra.

7.3. Principios básicos del voluntariado

Estos principios se concretan en:

• Solidaridad con otras personas o grupos.

• Complementariedad respecto al trabajo realiza-
do por los profesionales de la acción social.

• La ausencia de ánimo de lucro en el servicio
prestado.

7.4. Derechos y Deberes del Voluntario

Los voluntarios tienen derecho a la información, for-
mación, orientación y apoyo en el ejercicio de sus fun-
ciones, a ser tratados sin discriminaciones, así como
al respeto de su propia dignidad e intimidad.

Tendrán asimismo derecho a percibir de la entidad, los
gastos originados por la actividad de voluntario y a
que ésta les asegure por los posibles daños y perjuicios
que el correcto desempeño de su actividad pudiera re-
portarle. Los voluntarios tendrán derecho a partici-
par activamente en la entidad en la que se insertan y
en el desarrollo y evaluación de los programas en que
participen.

Los voluntarios estarán obligados a desarrollar su la-
bor con la máxima diligencia, a respetar los derechos
de los beneficiarios de los programas y, en concreto,
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Se ha apreciado, durante el proceso de elaboración de
este Plan Gerontológico, la conveniencia de proceder
a la modificación de la Ley Foral 9/1990, de 13 de no-
viembre, sobre el régimen de autorizaciones, infrac-
ciones y sanciones, así como del Decreto Foral
209/1991, de 23 de mayo, por el que se desarrolla la Ley
Foral 9/1990, de 13 de noviembre, de autorizaciones, in-
fracciones y sanciones en materia de servicios socia-
les, en diversos aspectos relativos al área de Tercera
Edad. Entre otros y sin ánimo de exhaustividad, me-
recen destacarse los siguientes:

• Tipificación en la Ley Foral de Autorizaciones,
Infracciones y Sanciones, de los hechos cometidos
en el ámbito de las relaciones de sujeción especial,
por los destinatarios de los servicios prestados a la
Tercera Edad que pudieran considerarse infrac-
ciones, así como las sanciones correspondientes.

• Revisión de los conceptos y características de los
servicios prestados a la Tercera Edad en centros al-
ternativos a la propia vivienda, tales como los cen-
tros que constituyen Pequeñas Unidades de Convi-
vencia y Apartamentos Tutelados, estableciendo sus
diferencias con las Residencias de la Tercera Edad.

• Establecimiento de ratios de personal más altos
para las Residencias, especialmente para aquéllas
que disponen de personas asistidas. Asimismo se
aprecia la necesidad de delimitar las jornadas de
trabajo y el grado de dedicación exigible al perso-
nal especializado de las Residencias en las que exis-
tan usuarios asistidos, especialmente, en las cate-
gorías de Medicina, Enfermería, Fisioterapia, Asis-
tencia Social y, en algunos casos, Psicología.

• Obligatoriedad de elaborar y desarrollar pro-
gramas de actuación individualizada para cada
usuario de los centros residenciales a fin de lograr
una asistencia personalizada.

• Introducir una clasificación de los centros resi-
denciales en función de la calidad y número de
prestaciones para poder fijar las tarifas máximas
y las ayudas económicas individuales en función
de dicha clasificación.

• Establecer el procedimiento y aplicación del ba-
remo oficial en la Comunidad Foral para valora-
ción del grado de autovalimiento.
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La persona que ingresa en un centro residencial pú-
blico, y en concreto el mayor que ingresa en una re-
sidencia de tercera edad, puede ser calificado como
usuario de este servicio público y debemos entender
que nace una relación de sujeción especial frente a la
administración prestadora.

En Navarra la Ley Foral 14/1983, de 30 de marzo, de
Servicios Sociales, no contiene ninguna referencia a
los derechos y deberes de los usuarios. Este vacío nor-
mativo es cubierto parcialmente por la Ley Foral
9/1990, de 13 de noviembre, de autorizaciones, in-
fracciones y sanciones en materia de Servicios So-
ciales, y por el Decreto Foral 209/1991, de 23 de mayo,
que la desarrolla.

Así, en el Capítulo IV del Decreto Foral 209/1991, ba-
jo el epígrafe de los derechos de los usuarios, el artí-
culo 13 establece que en la prestación de los servicios
se observará de manera especial el respeto a una se-
rie de derechos como son, entre otros, el derecho a la
no discriminación por razón de nacimiento, raza, se-
xo, o religión, el de recibir una atención personaliza-
da, al secreto sobre datos personales que figuren en
el expediente, a los derechos de información, queja,
participación e intimidad, etc.

Con carácter general, el artículo 13.4 del citado De-
creto Foral 209/1991, señala que los derechos de los
usuarios tendrán como límite los de los demás y la
aceptación de las normas por las que se rige la pres-
tación de los servicios, sin explicitar concretamente
cuales son los deberes de los usuarios, remitiéndose
a los reglamentos de régimen interior de los centros.

La precitada Ley Foral 9/1990 carece de una norma-
tiva de carácter sancionador aplicable a los usuarios
de las Residencias de la Tercera Edad, por lo que pro-
cede una reforma de la misma en el sentido de incluir
una tabla de infracciones y sanciones aplicables a los
mismos y elaborar un Reglamento General de Régi-

men Interior aplicable a los centros residenciales y
que podrá ser desarrollado por estos.

No obstante se considera necesario elaborar un re-
glamento general de régimen interno que establezca
el régimen de organización y funcionamiento de los
centros residenciales. En concreto contendrá:

1. Las funciones de la Dirección de los centros, en-
tre las que podemos enumerar las de representa-
ción y administración; aplicación de las disposi-
ciones reguladoras de funcionamiento; organiza-
ción, impulso y coordinación de las tareas del cen-
tro; jefatura del personal y cualquier otra enco-
mendada por sus superiores en relación con las
necesidades del centro. En suma, son los respon-
sables del correcto funcionamiento del centro.

2. Desarrollará las funciones del Consejo de Par-
ticipación enumeradas en el Decreto Foral
209/1991, de 23 de mayo.

3. Requisitos, situación y pérdida de la condición
de usuario, cuya concreción dependerá del tipo de
centro y de si los usuarios son residentes o socios.
Las situaciones de los usuarios puede ser básica-
mente de adaptación, temporal o fija. La pérdida de
la condición de usuario puede producirse a peti-
ción propia, sanción o fallecimiento.

4. Se desarrollará el catálogo de derechos y debe-
res de usuarios de servicios sociales de Tercera
Edad contenidos  en el Decreto Foral 209/1991, de
23 de mayo, y el ámbito de las posibles sanciones
a aplicar.

5. Se contemplarán aspectos básicos sobre la or-
ganización de los centros, como pudieran ser los
horarios de comidas, entradas y salidas de los cen-
tros, actividades, visitas y colaboración de los re-
sidentes en mejorar su convivencia.
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